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Resumen
El derecho humano a la alimentación ha requerido acciones coordinadas que aseguraran el ac-
ceso adecuado, continuo y sostenible a alimentos nutritivos y seguros para todos. Este estudio 
examinó los desafíos para materializar este derecho mediante enfoques de economía comuni-
taria campesina, soberanía alimentaria y consideración de condiciones ambientales y sanitarias. 
La metodología empleada fue el análisis de contenido de entrevistas semiestructuradas a pro-
ductores agroecológicos en familias rurales del departamento de Santander (Colombia). Los 
resultados mostraron retos como la dependencia del asistencialismo y obstáculos productivos 
agrícolas, que resaltan la necesidad de contrarrestar prácticas de mercado tradicionales. Ade-
más, se abordaron temas de inversión y apoyo estatal, la capacitación agrícola y la participación 
comunitaria como factores para lograr la sostenibilidad y autosuficiencia alimentaria, en los 
que se critica cómo las políticas de mercado habían perpetuado desigualdades y vulnerado este 
derecho fundamental.

Abstract
The human right to food has necessitated coordinated actions to ensure adequate, continuous, 
and sustainable access to nutritious and safe food for all. This study examined the challenges 
of realizing this right through approaches rooted in peasant community economies, food sov-
ereignty, and the consideration of environmental and health conditions. The methodology was 
a content analysis of semi-structured interviews conducted with agroecological producers from 
rural families in the Department of Santander (Colombia). The results highlighted challenges 
like dependency on welfare programs and agricultural production obstacles, underscoring 
the need to counteract traditional market practices. Furthermore, the study addressed issues 
related to investment and state support, agricultural training, and community participation 
as key factors for achieving food sustainability and self-sufficiency. It also critically evaluated 
how market policies have perpetuated inequalities and undermined this fundamental right.

Resumo
O direito humano à alimentação exige ações coordenadas que garantam o acesso adequado, 
contínuo e sustentável a alimentos nutritivos e seguros para todos. Neste estudo, foram exami-
nados os desafios à efetivação desse direito por meio de abordagens de economia comunitária 
camponesa, da soberania alimentar e da consideração das condições ambientais e sanitárias. 
A metodologia utilizada foi a análise de conteúdo de entrevistas semiestruturadas com pro-
dutores agroecológicos em famílias rurais de Santander (Colômbia). Os resultados indicaram 
desafios como a dependência do assistencialismo e os entraves à produção agrícola, os quais 
evidenciam a necessidade de enfrentamento das práticas tradicionais de mercado. Além disso, 
são abordadas questões como o investimento e o apoio estatal, a capacitação agrícola e a parti-
cipação comunitária, considerados fatores essenciais para alcançar a sustentabilidade e a autos-
suficiência alimentar. Critica-se, ainda, o modo como as políticas de mercado têm perpetuado 
as desigualdades e violado esse direito fundamental.
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Introducción

El derecho humano a la alimentación, re-
conocido como fundamental en la Cons-
titución Política de Colombia de 1991, 
obliga al Estado a diseñar e implementar 
políticas públicas integrales que aseguren 
un acceso continuo y seguro a alimentos 
nutritivos para toda la población. La Car-
ta Magna, a través de los artículos 43, 44, 
46 y 65, establece la seguridad alimentaria 
como una prioridad estatal.

Según Mulyani et al. (2023), “la dis-
ponibilidad, accesibilidad y adecuación 
del consumo de alimentos son aspectos 
esenciales para garantizar el derecho a la 
alimentación” (p. 151). No obstante, per-
sisten deficiencias en la implementación 
de un enfoque sostenible que contemple 
la diversidad cultural y permita a las co-
munidades rurales y urbanas decidir sobre 
sus propios sistemas de producción de 
alimentos bajo sus prácticas tradicionales.

Esta autonomía resulta clave para di-
señar modelos que articulen las dimen-
siones social, económica y ambiental en 
la garantía del derecho a la alimentación 
(Kern,2023). Sin embargo, las políticas 
actuales no priorizan estrategias que in-
centiven a las comunidades a desarrollar 
conocimientos y prácticas orientadas a la 
producción de alimentos básicos en re-
lación con el uso del agua, la gestión de 
ecosistemas y la preservación de espacios 
agrícolas.

La formulación de la política agrícola 
en Colombia ha estado marcada por un 

enfoque que prioriza la transformación 
productiva en función de intereses eco
nómicos y energéticos, lo que ha gene-
rado tensiones en el acceso a la tierra y la 
seguridad alimentaria de las comunidades 
campesinas. En este contexto, la Ley 939 
de 2004 definió incentivos para la pro-
ducción de biocombustibles como alterna-
tiva a las fuentes de energía no renovables, 
para la promoción del monocultivo de 
palma de aceite como eje central de esta 
estrategia (Santamaría, 2018).

La expansión de estos cultivos despla-
zó la producción tradicional de alimentos 
de pan coger y consolidó la concentración 
de tierras fértiles en manos de grandes 
propietarios. Este proceso contó con el 
respaldo de autoridades municipales y 
departamentales, quienes impulsaron la 
permanencia de incentivos para la palma 
de aceite dentro de los planes de desarro-
llo por una década. Esa política imple-
mentada no incorporaba mecanismos de 
apoyo a la producción agroecológica, ni 
fortalecía la participación comunitaria en 
la toma de decisiones, lo que limitaba el 
acceso equitativo a los recursos produc-
tivos y profundizaba la vulnerabilidad de 
los sistemas agrícolas locales.

Con relación a políticas explícitas e 
implícitas aparece el Estatuto de Desarro-
llo Rural, que se establecía en la Ley 1152 
de 2007, que, en el artículo 3º, priorizaba 
la agricultura como pilar de la seguridad 
alimentaria en la planificación del territo-
rio rural, para promover prácticas de cul-
tivo de pan coger y productos básicos. Sin 
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embargo, en cuanto a lo implícito en su 
implementación se enmarcó en un mode-
lo económico que incentivó la expansión 
de cultivos de alto valor comercial, como 
commodities, monocultivos y especies de 
ciclo largo, lo que generó impactos nega-
tivos en las comunidades campesinas. Este 
proceso condujo al desplazamiento de la 
f lora nativa y a la erosión de variedades 
tradicionales de semillas destinadas a la 
producción de alimentos para el autocon-
sumo, generando afectaciones a la biodi-
versidad y la sostenibilidad de los sistemas 
agrícolas locales (Santamaría, 2018).

Persisten def iciencias en la imple-
mentación de un modelo de producción 
alimentaria sostenible que incorpore la 
diversidad cultural y garantice a las comu-
nidades rurales y urbanas la autonomía en 
la gestión de sus propios sistemas produc-
tivos, soportados en prácticas tradiciona-
les. Esta autonomía resulta fundamental 
para fortalecer la resiliencia de los sistemas 
agroalimentarios y asegurar un equilibrio 
entre las dimensiones social, económica y 
ambiental en la garantía del derecho a la 
alimentación. No obstante, las políticas de 
desarrollo rural no priorizaron estrategias 
dirigidas a consolidar el conocimiento y 
las prácticas comunitarias en la produc-
ción de alimentos básicos, con énfasis en 
la gestión del agua, la conservación de 
ecosistemas y la protección de los espa-
cios agrícolas.

En el marco de la Ley 1152 de 2007, 
se evidenció la ausencia de una transfor-
mación integral del desarrollo rural. Las 

zonas de reserva campesina (zrc), con-
cebidas como un instrumento de regu-
lación del uso del suelo y protección de 
territorios campesinos, fueron debilitadas, 
restringido su establecimiento a baldíos 
en los límites de la frontera agrícola, en 
lugar de promover su consolidación en 
áreas estratégicas cercanas a cabeceras ur-
banas y grandes ciudades (Vargas, 2018).

Esta limitación redujo su potencial 
como mecanismo para fortalecer el abas-
tecimiento alimentario local, minimizar 
la intermediación en la comercialización 
de productos y contribuir a la conser-
vación ambiental en zonas periurbanas, 
afectando la sostenibilidad del sistema 
agroalimentario y la seguridad territorial 
de las comunidades campesinas.

El modelo económico neoliberal res-
tringe el ejercicio de los derechos de las 
comunidades campesinas e instaura ga-
rantías para el capital transnacional, lo 
que favorece la transformación produc-
tiva y la deslocalización de la actividad 
agrícola. Ferreira et al. (2022) afirman 
que “el régimen alimentario neoliberal 
concentrado en el poder de las grandes 
corporaciones es marcado por prácticas 
desiguales y destructivas” (p. 262).

Por ello, instrumentos como la Polí-
tica de Seguridad Alimentaria y Nutri-
cional (psan) del documento de política 
Conpes 113 de 2008 subrayan la necesi-
dad de crear medidas que garanticen la 
autosuficiencia alimentaria y reduzcan 
las desigualdades estructurales median-
te políticas sostenibles y equitativas que 
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empoderen a los pequeños agricultores. 
Este Conpes está orientado a disminuir 
la dependencia asistencialista y a fomen-
tar mecanismos sostenibles en el sistema 
productivo nacional, para abordar deter-
minantes sociales que perpetúan la des-
nutrición y el hambre, con mayor énfasis 
en los sectores vulnerables.

La política para la seguridad alimen-
taria combina asistencia inmediata con 
estrategias de autosuficiencia y sosteni-
bilidad. A corto plazo, programas como 
comedores comunitarios, bancos de ali-
mentos y alimentación escolar garanti-
zan el acceso a comida para poblaciones 
vulnerables. A mediano y largo plazo, 
se impulsa la producción sostenible con 
huertas familiares, mercados locales y 
producción orgánica para aminorar la de-
pendencia de la ayuda (Santamaría, 2018). 
La educación nutricional y los subsidios 
focalizados intensifican estos esfuerzos, 
promoviendo hábitos saludables y acceso 
a alimentos de calidad.

Mavroeidis et al. (2022) señalan que 
“lograr la seguridad alimentaria es quizás 
nuestra aspiración más desaf iante y su 
éxito depende de la adopción de prácti-
cas sostenibles” (p. 1). En este sentido, 
la política explícita del psan establece la 
seguridad alimentaria como un principio 
constitucional alineado con los derechos 
fundamentales, con estrategias que bus-
can su implementación efectiva. La in-
corporación de cultivos alternativos no 
solo diversif ica la producción agrícola, 
sino que también mejora la estabilidad 

económica de los productores y fortalece 
la disponibilidad, accesibilidad y sosteni-
bilidad de los alimentos.

Este enfoque requiere políticas públi-
cas que integren dimensiones económicas 
y nutricionales para asegurar un acceso 
equitativo a alimentos de calidad. Ade-
más, el uso de cultivos resilientes “aborda 
las limitaciones de la agricultura conven-
cional y reduce la degradación ambiental” 
(Mavroeidis et al., 2022, p. 5). Por ello, 
la formulación de políticas debe ajustarse 
a estas innovaciones para responder a los 
desafíos emergentes en la producción y 
distribución de alimentos.

La adopción de prácticas agrícolas 
sostenibles mejora el acceso a alimentos 
saludables y afianza la resiliencia comu-
nitaria. Diekmann et al. (2018) sostienen 
que “los huertos urbanos han surgido 
como una estrategia para mejorar el ac-
ceso a alimentos saludables y asequibles 
dentro de las ciudades en el norte global” 
(p. 1). Adicionalmente, “las huertas urba-
nas aumentaron el acceso de campesinos 
de bajos ingresos a alimentos saludables, 
permitiéndoles tener una dieta alta en 
vegetales orgánicos” (Diekmann et al., 
2018, p. 1).

Sin embargo, en el sur global, la con-
centración de tierras y el control corpo-
rativo limitan su impacto. La Comisión 
Intersectorial de Seguridad Alimenta-
ria y Nutricional (cisan), creada por el 
Conpes 113 de 2008 y formalizada en 
la Ley 1355 de 2009, coordina políticas 
para garantizar el acceso a los alimentos, 
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pero ha priorizado campañas educativas 
sobre hábitos de consumo sin abordar 
las causas estructurales de la inseguridad 
alimentaria.

La introducción de cultivos alterna-
tivos “podría aumentar la disponibilidad 
de alimentos” (Mavroeidis et al., 2022, 
p. 3), pero en el sector campesino su im-
plementación sigue limitada por el acceso 
desigual a la tierra y la intermediación 
comercial. Aunque “la agricultura urba-
na no se trata solo de cultivar alimentos, 
sino de crear un sistema alimentario más 
sostenible y equitativo” (Diekmann et 
al., 2018, p. 3), esta visión no considera 
las barreras que enfrenta la agricultura 
campesina para acceder a mercados justos.

La Ley 2046 de 2020 busca incluir 
a pequeños productores en las compras 
públicas, pero mantiene su subordinación 
a la agroindustria. Si bien “los programas 
de seguridad alimentaria comunitaria, 
que proporcionan a las familias de bajos 
ingresos los materiales y la capacitación 
para cultivar sus propios vegetales, juegan 
un papel crucial” (Diekmann et al., 2018, 
p. 3), sin cambios en el acceso a mercados 
y recursos, refuerzan la dependencia del 
campesinado en lugar de fortalecer su 
autonomía.

El derecho a la alimentación sigue 
limitado por un sistema que deja al cam-
pesinado en condiciones de vulnerabili-
dad. Rahaman et al. (2020) afirman que 
“las debilidades del sistema alimentario 
global se han hecho evidentes durante la 
pandemia, [destacándose] las falencias del 

modelo capitalista” (p. 18). La dependen-
cia de importaciones y la intermediación 
comercial elevan costos y reducen la au-
tonomía de los productores locales, como 
lo anota el Plan Departamental de Segu-
ridad Alimentaria y Nutricional (pdsan) 
de Santander de 2022, al evidenciar el 
deterioro en la producción y el acceso a 
alimentos en el campo.

Aunque el pdsan Santander busca 
enfrentar la inseguridad alimentaria, su 
enfoque sigue centralizado y no responde 
a las necesidades directas del campesi-
nado. Por otro lado, se advierte que “la 
dependencia de cadenas de suministro 
internacionales crea vulnerabilidades sig-
nificativas en el acceso a alimentos” (Per-
nille et al., 2019, p. 8), lo que expone al 
campesino a la desafección alimentaria 
cuando no existen mercados locales for-
talecidos ni precios justos.

La implementación del derecho hu-
manitario a la alimentación convoca a la 
transformación en los sistemas agrícolas, 
en los que se deben privilegiar enfoques 
regenerativos como la agroecología y la 
soberanía alimentaria, debido a sus bene-
ficios sociales y ambientales (Anderson & 
Rivera, 2021). Lucantoni (2020) apunta 
que “el proceso de transición a la agroeco-
logía en las fincas familiares es un tema 
de gran importancia” (p. 1). El llamado es 
a conceptualizar la agricultura industrial 
como un modelo insostenible y a estable-
cer una diferenciación precisa entre los 
sistemas agrícolas de carácter extractivo y 
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aquellos fundamentados en principios de 
agricultura familiar regenerativa.

La agroecología, como paradigma 
regenerativo, optimiza la producción de 
alimentos de alto valor nutricional a tra-
vés del encuentro entre el conocimiento 
científico y los saberes tradicionales, para 
fortalecer la resiliencia socioecológica de 
los sistemas agroalimentarios y la soste-
nibilidad de los medios de vida rurales 
(Anderson & Rivera, 2021). Su imple-
mentación favorece la sostenibilidad de los 
sistemas alimentarios y su alineación con 
los derechos humanos y la justicia social. 
La transición hacia sistemas agrícolas sos-
tenibles requiere una coordinación efec-
tiva de acciones para garantizar el acceso 
alimentario continuo y seguro. En este 
orden de ideas, Lucantoni (2020) indica 
que “la agroecología ha sido reconocida 
como el enfoque más prometedor para 
el desarrollo sostenible de los pequeños 
agricultores” (p. 1).

Los sistemas alimentarios regene-
rativos optimizan la calidad del suelo, 
promueven la diversificación biológica y 
fortalecen la seguridad alimentaria me-
diante la integración de externalidades so-
cioambientales positivas en su estructura y 
dinámica productiva (Anderson & Rivera, 
2021). En esta línea, Lucantoni (2020) 
expone que “el estudio muestra cómo los 
cuatro aspectos de la seguridad alimenta-
ria —disponibilidad, acceso, estabilidad 
y utilización— han mejorado después 
de la transición a la agroecología” (p. 2). 
Si bien la implementación de sistemas 

agroecológicos conlleva una inversión 
inicial signif icativa, su adopción gene-
ra retornos económicos incrementales y 
mejora las condiciones socioeconómicas 
a largo plazo, optimizando la sostenibili-
dad productiva y la resiliencia territorial.

Los enfoques de economía comuni-
taria priorizan la producción de alimen-
tos de alto valor nutricional al tiempo 
que fomentan la sostenibilidad territorial. 
Para Lucantoni (2020), la agroecología 
promueve “prácticas agrícolas que mejo-
ran la biodiversidad y la salud del suelo, 
y reducen la dependencia de insumos 
químicos externos” (p. 3). Los sistemas 
alimentarios regenerativos no solo garan-
tizan la disponibilidad de alimentos para 
el consumo humano, sino que también 
cumplen funciones ecosistémicas clave, 
como la captura de carbono, la conser-
vación de la biodiversidad y la promoción 
de la cohesión socioeconómica en comu-
nidades rurales. Los sistemas agrícolas 
regenerativos orientan sus principios hacia 
prácticas y representaciones que pueden 
“restaurar los ecosistemas erosionados por 
décadas de implementación de acciones 
extractivas” (Anderson & Rivera, 2021, 
p. 21). En este marco, estos sistemas en-
fatizan la necesidad de robustecer la agri-
cultura familiar y comunitaria como eje 
estratégico para el ejercicio efectivo de la 
soberanía alimentaria.

Marchetti et al. (2020) destacan “la 
necesidad de revalorizar y reintegrar los 
saberes tradicionales en el diseño de es-
trategias agroalimentarias sostenibles, 
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garantizando su aplicabilidad a múltiples 
escalas” (p. 3). La soberanía alimentaria 
se configura como un paradigma alter-
nativo a las dinámicas impuestas por las 
políticas neoliberales, fomentado por or-
ganismos de justicia social y ambiental 
que evidencian las asimetrías estructurales 
del comercio internacional en la configu-
ración del desarrollo agrícola nacional y 
en la resiliencia de las ecologías locales.

En este contexto, las prácticas agro-
ecológicas, sustentadas en un acervo de 
conocimientos y técnicas desarrolladas 
en un principio por productores rurales, 
emergen como “soluciones prometedoras 
que reconectan las ciencias agronómicas 
con la ecología y la planificación territo-
rial” (Marchetti et al., 2020, p. 3). Este 
enfoque no solo responde a las demandas 
socioculturales de las comunidades rura-
les y los consumidores, sino que también 
consolida los principios de la soberanía 
alimentaria, para desafiar las estructuras 
hegemónicas del sistema agroalimentario 
global.

Merino (2020) plantea un modelo 
de gobernanza territorial fundamentado 
en los principios de “agricultura sosteni-
ble, derechos territoriales de campesinos, 
ciclos locales de producción-consumo 
e innovaciones agroecológicas” (p. 4). 
La agroecología, al integrar principios 
ecológicos y agronómicos junto con la 
recuperación de saberes tradicionales, 
configura un marco técnico para opti-
mizar la productividad agrícola con una 
menor dependencia de insumos externos, 

al tiempo que mitiga los impactos ambien-
tales de la actividad agropecuaria.

En esta línea, Marchetti et al. (2020) 
resaltan que “los sistemas agroecológi-
cos están profundamente arraigados en 
la lógica ecológica de la agricultura tra-
dicional y proporcionan ejemplos de sis-
temas agrícolas exitosos caracterizados 
por una amplia diversidad de cultivos y 
especies animales” (p. 3). La transición 
hacia estos modelos agroalimentarios no 
solo responde a desafíos productivos, 
sino que también atiende problemáticas 
ambientales derivadas de la intensificación 
agrícola convencional.

La soberanía alimentaria se concibe 
como un proceso de “reterritorialización 
del poder en contraposición a las dinámi-
cas impuestas por el sistema agroalimen-
tario global” (Merino, 2020, p. 5). Este 
enfoque no solo garantiza el derecho de 
las comunidades a acceder a alimentos 
nutritivos y acordes con su cultura, pro-
ducidos mediante prácticas ecológicas y 
sostenibles, sino que también representa 
una estrategia intergeneracional para la 
preservación de los sistemas alimentarios 
locales.

Al respecto, se erige como “una es-
trategia para resistir y desmantelar el co-
mercio global corporativo y el sistema 
alimentario actual desequilibrado” (Me-
rino, 2020, p. 4). Su implementación 
fortalece la autonomía de los productores 
locales y optimiza la gobernanza de los 
recursos agroalimentarios, para mitigar la 
concentración de poder en los mercados 
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y promover la equidad en el acceso y dis-
tribución de los alimentos.

Metodología

El estudio examina los desafíos en la 
implementación del derecho a la ali-
mentación en contextos agroecológicos 
campesinos en el departamento de San-
tander, en el que integra enfoques de 
economía comunitaria campesina y so-
beranía alimentaria. Mediante un análisis 
de contenido cualitativo, se procesan y 
categorizan las entrevistas semiestruc-
turadas para explorar percepciones sobre 
la aplicación de este derecho en relación 
con las condiciones ambientales, sanita-
rias y las prácticas agrícolas organizati-
vas. Se exploran las percepciones sobre 
esa ejecución con respecto a condiciones 
ambientales, sanitarias y de prácticas or-
ganizativas productivas agrícolas en el 
contexto de políticas de mercado que han 
planteado desigualdades y vulnerado este 
derecho fundamental.

La técnica empleada para la recolección 
de información consistió en entrevistar a 
informantes clave miembros de comuni-
dades campesinas. Se buscó entrevistar 
a aquellos que reconocen la importancia 
de la autosuficiencia y sostenibilidad en 
sus prácticas agrícolas. La muestra estu-
vo compuesta por agricultores y líderes 
comunitarios adscritos a la Federación 
Campesina de Mercados Agroecológicos 
en el departamento de Santander, que 
respondieron a la invitación para abordar 

los desafíos de la producción sostenible 
y la soberanía alimentaria. Un total de 
20 informantes accedieron a participar 
en la investigación. Entre estos, hay 13 
productores de cooperativas agrícolas y 
7 de asociaciones independientes. Para el 
trabajo de campo se utilizó un protocolo 
de entrevista semiestructurada, enfocado 
en temas de apoyo institucional, prácticas 
sostenibles y participación comunitaria.

El análisis de contenido de las entre-
vistas (Bardin, 1991) se enfocó en dos 
temas principales: 1) autosuf iciencia y 
sostenibilidad en la producción agroeco-
lógica; y 2) desafíos vinculados a la falta 
de inversión y apoyo estatal en comuni-
dades campesinas. Estos temas examinan 
cómo la promoción de prácticas agrícolas 
sostenibles y la producción local agroeco-
lógica son vistas no solo como enfoques 
alternativos para el desarrollo rural, si-
no también como áreas que necesitan 
un apoyo institucional significativo para 
superar obstáculos productivos en la im-
plementación del derecho humano a la 
alimentación.

Se extrajo el contenido de las entre-
vistas relacionado con estos temas y se 
creó un libro de códigos a través de un 
proceso deductivo, validado por exper-
tos y verificado mediante la codificación 
doble de cinco entrevistas realizadas por 
dos investigadores diferentes. Se alcanzó 
una alta fiabilidad, evidenciada por una 
concordancia significativa entre los co-
dificadores. Para el análisis de datos, se 
usó el software Nvivo 12, que facilitó la 
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cuantificación de frecuencias y permitió 
comparar perspectivas entre los partici-
pantes.

Resultados

En un reconteo, al contabilizar todas las 
referencias relacionadas con la autosufi-
ciencia y la sostenibilidad en la produc-
ción agroecológica, así como los desafíos 
de la carencia de inversión y apoyo gu-
bernamental, se destacaron como más 
significativas las alusiones a la necesidad 
de respaldo institucional y la adopción de 
prácticas agrícolas sostenibles. En total, 
se registraron 112 menciones sobre estos 
temas, en contraste con 82 menciones 
vinculadas a la insuficiencia de apoyo esta-
tal y la falta de inversión. Esto representa 
un 73,21 % de menciones centradas en 
inversión y respaldo gubernamental con 
respecto a un 26,79 % de la cuestión de 
autosuficiencia y la sostenibilidad.

La tabla 1 presenta códigos relacio-
nados con estrategias de sostenibilidad y 
autosuficiencia. Se resalta la importancia 
del “abastecimiento comunitario”, según 
los relatos de los entrevistados. Algunos 
métodos que reflejan su relevancia central 
en la discusión con mayor frecuencia de 
mención son las “prácticas agrícolas sos-
tenibles”, que se agrupan en acciones de 
cohesión comunitaria para la producción 
local agroecológica. En contraste, se tie-
nen estrategias como la “permanencia y la 
autonomía”, que se mencionan con menos 
frecuencia, en las que se sugiere que son 

patrones temáticos menos discutidos en 
comparación con acciones ciudadanas 
para la sostenibilidad comunitaria.

Tabla 1. Sostenibilidad y autosuficiencia

Códigos Frecuencias

Abastecimiento comunitario 17

Prácticas agrícolas sostenibles 12

Producción campesina 9

Producción local agroecológica 8

Permanencia 7

Autonomía 4

Fuente: elaboración de los autores.

La disposición de los códigos en la 
tabla 1 sugiere una jerarquía implícita 
en las preocupaciones, que comienza con 
las técnicas más discutidas y termina con 
aquellas que, a pesar de su importancia, 
han capturado menos atención. Algunas 
referencias sobre este tema incluyen:

Actualmente, la Federación se autosos-
tiene con las ganancias que genera y con 
el intercambio comercial que realiza. Sin 
embargo, hay una falta de inversión, dis-
posición, apoyo y trabajo por parte del 
Estado, ref lejando una indiferencia que 
prioriza intereses externos sobre las nece-
sidades comunitarias (segmento 23).

Se necesitan programas de asistencia 
técnica limpia y agroecológica para pro-
mover la conservación y restauración de 
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ecosistemas estratégicos e integrar la pro-
ducción campesina familiar a las redes de 
abastecimiento de alimentación escolar. 
Estos programas son vitales para garantizar 
que los niños tengan acceso a alimentos 
saludables y producidos localmente, pro-
tegiendo así su derecho a la alimentación 
y desafiando las políticas que desatienden 
el bienestar comunitario (segmento 30).

En cuanto al desarrollo de empode-
ramiento rural para la producción local, 
se señala:

Es fundamental organizar el comercio 
campesino y vincular organizaciones de 
varios municipios para eliminar la cultura 
de engaño en el comercio mayorista. Al 
hacerlo, se protege el derecho a la ali-
mentación y se asegura que todos tengan 
acceso a alimentos de calidad, desafiando 
las prácticas que favorecen a los grandes 
actores del mercado (segmento 59).

En la Escuela Campesina de Soberanía 
Alimentaria, se lleva a cabo un proceso de 
capacitación, acompañamiento y asesoría 
para implementar prácticas y tecnologías 
que contribuyan a la soberanía alimentaria. 
Al promover técnicas agrícolas sostenibles, 
se asegura que las comunidades tengan 
acceso a alimentos nutritivos y producidos 
localmente, fortaleciendo el derecho a la 
alimentación y desafiando las imposiciones 
de un sistema que prioriza los grandes in-
tereses económicos (segmento 57).

La privatización de semillas y la alta inter-
mediación en la cadena alimentaria afec-
tan la autosuficiencia agrícola, lo que a su 
vez impacta negativamente el derecho a la 
alimentación de las comunidades locales, 
ref lejando las prácticas que favorecen los 
grandes intereses económicos (segmento 
82).

La sostenibilidad y autosuficiencia de 
la producción agroecológica campesina 
se consideran un elemento en la discu-
sión contra las estructuras del sistema 
económico que prioriza intereses externos 
sobre las necesidades comunitarias. Este 
enfoque resalta cómo las federaciones 
agroecológicas campesinas mantienen su 
funcionamiento mediante recursos pro-
pios. Sin embargo, la ausencia de apoyo 
estatal y de inversión muestra una ten-
dencia sistémica hacia la desatención de 
las iniciativas locales. La autosuficiencia 
se manifiesta tanto en términos económi-
cos como en una resistencia cultural que 
busca preservar la autonomía frente a un 
sistema que no cubre las necesidades de 
las comunidades rurales.

La implementación de programas de 
asistencia técnica limpia y agroecológica 
es necesaria para la conservación y res-
tauración de ecosistemas estratégicos, 
que integran la producción campesina 
familiar a las redes de abastecimiento de 
alimentación escolar. Este enfoque subra-
ya el asegurar alimentos saludables para 
los estudiantes y reforzar el derecho a la 
alimentación, que pone en cuestión las 
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políticas que favorecen intereses económi-
cos más amplios y cuestionan la estructura 
de poder que perpetúa las desigualdades.

El empoderamiento rural y la organi-
zación del comercio campesino promue-
ven una distribución más equitativa de los 
recursos. El vincular organizaciones de 
varios municipios fortalece el derecho a 
la alimentación y asegura acceso a alimen-
tos de calidad. Este proceso se considera 
tanto una forma de resistencia como una 
afirmación de la autosuficiencia comuni-
taria frente a un sistema que margina a los 
pequeños productores. La Escuela Cam-
pesina de Soberanía Alimentaria tiene un 
papel en este contexto, proporcionando 
capacitación y asesoría para implementar 
prácticas sostenibles que promuevan la 
soberanía alimentaria.

Estas iniciativas buscan garantizar que 
las comunidades rurales tengan acceso a 
alimentos nutritivos y de producción local. 
Además, la privatización de semillas y la al-
ta intermediación en la cadena alimentaria 
son prácticas que afectan la autosuficien-
cia agrícola y perpetúan las desigualda-
des económicas. Al enfocarse en técnicas 
agrícolas sostenibles y en la eliminación 
de intermediarios, se fomenta un mode-
lo de producción que protege el derecho a 
la alimentación y cuestiona las estructuras 
que favorecen a los grandes actores eco-
nómicos, consolidando una postura que 
reivindica la autonomía y la sostenibilidad 
de las comunidades campesinas.

La figura 1 muestra patrones temá-
ticos relacionados con el desarrollo co-
munitario y las políticas alimentarias, 

Figura 1. Apoyo y participación institucional para la producción agroecológica
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centrados en la problemática de la falta 
de inversión estatal y su inf luencia en la 
implementación del derecho humanitario 
a la alimentación. La mayor frecuencia 
de menciones se da en la insuficiencia de 
recursos públicos, lo que tiene un im-
pacto significativo en la coordinación de 
acciones para garantizar el acceso alimen-
tario, como se evidencia en el número de 
referencias textuales.

La discusión con mayor atención en 
los entrevistados es la de la atención esta
tal, que minoriza la de la participación 
ciudadana. Hay una dependencia a la 
asistencia social soportada en la capaci-
tación agrícola, como se evidencia en las 
declaraciones siguientes:

Las mujeres campesinas y sus familias en la 
zona rural de Charta enfrentan limitaciones 
significativas en términos de infraestructu-
ra vial, comercialización de productos y 
falta de apoyo gubernamental. Es necesa-
rio fomentar soluciones de asociatividad, 
resiliencia comunitaria y empoderamiento 
de las mujeres para que puedan desarrollar 
acciones autónomas y utilizar redes sociales 
para visibilizar sus procesos. Estas medidas 
son cruciales para mejorar el acceso y la cali-
dad de los alimentos disponibles, desafian-
do un modelo que perpetúa la marginación 
y la desigualdad (segmento 102).

Queremos lograr el trabajo intersectorial 
para construir acciones de mayor impacto 
y benef icio para la ciudadanía, involu-
crando a la comunidad y a los jóvenes en 

la generación de propuestas de solución. 
Estas acciones deben centrarse en garan-
tizar el acceso a alimentos saludables y 
suficientes, protegiendo así el derecho a la 
alimentación de toda la población, desa-
fiando las estructuras de poder que prio-
rizan intereses externos sobre el bienestar 
comunitario (segmento 92).

Es crucial gestionar recursos para obtener 
apoyo institucional, capacitaciones y asis-
tencia técnica que fortalezcan el desarrollo 
agrícola. Sin este apoyo, las comunidades 
campesinas enfrentan grandes desafíos 
para mantener su producción, lo que im-
pacta directamente en su capacidad para 
garantizar el derecho a la alimentación de 
todos sus miembros (segmento 23).

A continuación, destacamos algunas 
opiniones de los participantes sobre el 
soporte técnico y la cultura de involu-
cramiento en actividades agroecológicas:

Se debe integrar a los jóvenes del área rural 
como vigías ambientales mediante procesos 
de formación que les permitan realizar tra-
bajo social y comunitario, enseñando sobre 
el manejo del agua, producción sostenible 
y arraigo cultural. Al hacerlo, se promueve 
un entorno donde el derecho a la alimenta-
ción se respeta y se fortalece, garantizando 
que todos los miembros de la comunidad 
tengan acceso a alimentos producidos de 
manera sostenible, desafiando las prácticas 
extractivistas que favorecen a los grandes 
actores económicos (segmento 74).
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Se generan proyectos productivos con las 
escuelas de padres, donde se recuperan 
saberes y se promueve la autosuficiencia 
alimentaria. Estos proyectos son funda-
mentales para garantizar que las familias 
puedan producir sus propios alimentos, 
protegiendo así su derecho a la alimen-
tación y mejorando su calidad de vida, 
enfrentando las desigualdades impuestas 
por un sistema que favorece a los grandes 
intereses (segmento 106).

Hay una necesidad de fomentar solu-
ciones de asociatividad, resiliencia comu-
nitaria y empoderamiento de mujeres para 
desarrollar acciones autónomas y utilizar 
redes sociales para visibilizar procesos. 
Estas medidas buscan mejorar el acceso y 
la calidad de los alimentos disponibles, a 
fin de lograr las capacidades económicas 
y culturales que requiere el sistema eco-
nómico que no cubre las necesidades de 
las comunidades rurales. La organización 
y el trabajo intersectorial son necesarios 
para construir acciones con impacto y 
beneficio para la ciudadanía; es preciso in-
volucrar a la comunidad y a los jóvenes en 
la generación de propuestas de solución.

El empoderamiento rural y la gestión 
de recursos para obtener apoyo institu-
cional, capacitaciones y asistencia técnica 
son componentes para la sostenibilidad 
agroecológica. Sin este apoyo, las comuni-
dades campesinas enfrentan desafíos para 
mantener su producción, lo que impacta 
en su capacidad para garantizar el derecho 
a la alimentación de todos sus miembros.

Integrar a los jóvenes del área rural 
como vigías ambientales mediante proce-
sos de formación que permitan realizar 
trabajo social y comunitario, y enseñar 
sobre el manejo del agua, la producción 
sostenible y el arraigo cultural promueve 
un entorno en el que se respeta y fortalece 
el derecho a la alimentación. Además, la 
creación de proyectos productivos con las 
escuelas de padres, en las que se recuperan 
saberes y se fomenta la autosuficiencia 
alimentaria, garantiza que las familias 
puedan producir sus propios alimentos, 
protege su derecho a la alimentación y 
mejora su calidad de vida.

La tabla 2 ilustra la situación de con-
trol de recursos, en la que sobresale el 
código “intereses externos y prioridades 
comunitarias” como el más relevante. 
Esta observación sugiere un enfoque en 
cómo estos factores inf luyen en la dispo-
nibilidad de recursos alimentarios, lo que 
invita a cuestionar ¿cómo se determina la 
priorización de intereses externos sobre 

Tabla 2. Control de recursos

Códigos Frecuencias

Intereses externos y prioridades 
comunitarias 7

Privatización y control de semillas 4

Dependencia a alimentos 
importados 3

Comercialización justa 2

Mercados solidarios 1

Fuente: elaboración de los autores.
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las necesidades comunitarias? ¿Qué me-
canismos perpetúan esta desigualdad? El 
contraste con la comercialización justa y 
los mercados solidarios, aunque reconoci-
dos como importantes, indica una menor 
incidencia en la discusión. ¿Por qué estos 
elementos, a pesar de su potencial para 
mejorar la equidad, tienen menos peso 
en las prácticas actuales?

Así mismo, los códigos de privatiza-
ción y control de semillas, junto con la 
dependencia a alimentos importados, re-
f lejan preocupaciones sobre la protección 
de la biodiversidad agrícola. A continua-
ción, se mencionan referencias notorias 
sobre este tema:

En Matanza, se f inancia un personal de 
planta para gestionar y apalancar recursos. 
Esto permite un financiamiento sostenible 
mediante el cobro de aportes mensuales a 
cada familia asociada. Esta estrategia busca 
asegurar que todos los miembros tengan 
acceso continuo a recursos necesarios pa-
ra la producción agrícola, fortaleciendo el 
derecho a la alimentación y promoviendo la 
autosuficiencia alimentaria, contrarrestan-
do las dependencias impuestas por intereses 
externos (segmento 109).

Las mejores tierras están destinadas a la 
ganadería, lo que limita la disponibilidad 
de terrenos fértiles para la agricultura lo-
cal. Esta situación crea una dependencia 
de alimentos importados y resulta en la 
privatización de semillas y una alta in-
termediación en la cadena alimentaria, 

afectando negativamente el derecho a la 
alimentación de las comunidades locales y 
perpetuando las desigualdades impuestas 
por un sistema que favorece monopolios 
económicos (segmento 31).

La organización articula a las familias pro-
ductoras con las consumidoras, fomen-
tando un mercado justo y sostenible. Este 
enfoque no solo mejora la economía local, 
sino que también asegura que todos ten-
gan acceso a alimentos frescos y nutritivos 
(segmento 43).

Es necesario fortalecer el diálogo y per-
mitir que las comunidades campesinas 
generen procesos productivos encamina-
dos a alimentos sanos, comercializados 
en mercados solidarios sin intermediación 
(segmento 82).

El control de recursos en la produc-
ción agroecológica campesina ref leja 
la necesidad de estrategias de financia-
miento sostenible y una revisión de la 
distribución de la tierra. La asignación 
preferencial de tierras a la ganadería y la 
consecuente dependencia de alimentos 
importados llevan a cuestionar ¿qué me-
didas pueden tomarse para revertir esta 
tendencia y promover un uso más equi-
tativo y sostenible de la tierra?

La privatización de semillas y la alta 
intermediación en la cadena alimentaria 
subrayan la necesidad de modelos alter-
nativos que protejan la biodiversidad y 
aseguren el derecho a la alimentación. 
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Permitir la comercialización en merca-
dos solidarios sin intermediación puede 
generar estructuras comunitarias de co-
mercialización justas soportadas en una 
mayor equidad en el acceso a los recursos 
para el productor agroecológico.

En la figura 2 se observa una explora-
ción de temas en bienestar comunitario, 
reconocidos por los entrevistados. Patro-
nes temáticos relacionados con el suminis-
tro alimentario regional, asesoramiento 
agronómico y conservación ecológica, la 
salud pública y la agroecología, y la coo-
peración y fortalecimiento local tuvieron 
mayor presencia de discusión.

Estos engloban la noción de desa-
rrollo comunitario sostenible, en la que 
se plantea la preocupación de garanti-
zar la seguridad alimentaria y mejorar 

la nutrición mediante prácticas agrícolas 
alternativas. Esta apuesta se enfoca en la 
conservación de recursos naturales y en 
la implementación de prácticas agrícolas 
sostenibles. En cambio, el uso de agro-
químicos y su relación como determinan-
te social en la salud pública son menos 
abordados, pero de igual relevancia para 
priorizar el bienestar comunitario. Algu-
nos ejemplos son:

Muchas familias aún viven de la aparce-
ría, enfrentando dificultades para acceder 
a la tierra y canales de comercialización. 
Además, la desmedida importación de ali-
mentos en vez de apoyar la producción 
nacional compromete la soberanía alimen-
taria y afecta el derecho a la alimentación 
de las comunidades locales, ref lejando la 

Figura 2. Bienestar comunitario en el mantenimiento del derecho a la alimentación
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dependencia estructural impuesta por los 
grandes intereses económicos (segmen-
to 7).

Al fomentar prácticas agrícolas sostenibles, 
se fortalece el derecho a la alimentación, 
enfrentando directamente las fallas de un 
sistema que desatiende la sostenibilidad y 
el bienestar comunitario (segmento 92).

En algunos municipios, se observa una 
gradual desaparición de semillas nativas y 
criollas debido a la proliferación de semi-
llas mejoradas y el uso arraigado de agro-
químicos. Esta pérdida de biodiversidad 
agrícola afecta negativamente el derecho 
a la alimentación, ya que limita las opcio-
nes de cultivo y reduce la resiliencia de las 
comunidades ante cambios ambientales, 
perpetuando las prácticas que favorecen 
a los grandes productores (segmento 24).

Todos los humanos tienen derecho a una 
alimentación adecuada. La soberanía ali-
mentaria asegura que las familias cultiven 
alimentos para su consumo y comercialicen 
los excedentes, garantizando así su bien-
estar económico (segmento 36).

El derecho a la alimentación es la base de 
la vida. Actualmente, este derecho se está 
viendo pisoteado por muchos factores, 
incluyendo el mal uso de las tierras y la 
falta de políticas adecuadas, lo que resulta 
en la provisión de alimentos con muchos 
agroquímicos, afectando tanto la salud 
humana como la sostenibilidad ambiental, 

perpetuando las prácticas que favorecen 
a los grandes intereses económicos (seg-
mento 94).

En la producción agroecológica se 
presentan obstáculos que limitan su ca-
pacidad para producir y vender alimentos. 
La vulneración al derecho a la alimen-
tación de las comunidades locales está 
exacerbada por la dependencia estructural 
impuesta por los grandes intereses eco-
nómicos. Las prácticas agrícolas sosteni-
bles confrontan las fallas de un sistema 
que promueve la desaparición de semillas 
nativas y criollas, a causa de la prolifera-
ción de semillas mejoradas y el uso de 
agroquímicos; y amenaza la biodiversidad 
agrícola, limitando las opciones de cul-
tivo y disminuyendo la resiliencia de las 
comunidades ante cambios ambientales. 
Esta situación perpetúa las prácticas que 
favorecen a los grandes productores en 
detrimento de los pequeños agricultores.

El derecho a una alimentación adecua-
da, esencial para la vida, se ve amenaza-
do por el mal uso de tierras y la falta de 
políticas adecuadas, que resultan en una 
oferta alimentaria con agroquímicos que 
perjudican tanto la salud humana como 
la sostenibilidad ambiental. La protección 
de los derechos alimentarios se relaciona 
con la acción de asociatividad y el em-
poderamiento comunitario para reducir 
la dependencia de agroquímicos como 
iniciativa de salud pública. La capacidad 
de instalar resiliencia frente a los cambios 
ambientales permite a las comunidades 
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locales tomar decisiones sobre sus siste-
mas alimentarios y asegurar la disponibili-
dad de alimentos a la par de promover un 
desarrollo rural que respete y conserve los 
recursos naturales, como la biodiversidad 
y los suelos.

Análisis del contexto del concepto 
‘derecho a la alimentación’

Hemos escogido las palabras clave ‘de-
recho a la alimentación’ para analizar en 
su contexto, obteniendo el árbol de pala-
bras y frases que se muestra en la figura 
3. Este árbol representa las frases de las 
entrevistas en las que aparece el término 
seleccionado. De este árbol se pueden 
resaltar algunas ideas que son de interés 
en el análisis del tema y que resumen las 

preocupaciones expresadas por los agri-
cultores con relación al impacto de la 
autosuficiencia alimentaria.

Algunas de estas ideas son: “fallos de 
un sistema que desatiende las necesidades 
comunitarias”; “prácticas agrícolas que 
favorecen la autosuf iciencia”; “la vida 
para todos se asocia con iniciativas que 
respeten y promuevan la disponibilidad 
de alimentos”; “el acceso a alimentos para 
proteger productos”. Estas ideas ref lejan 
una preocupación sobre cómo la autosufi-
ciencia podría ser utilizada para proteger 
o inf luir en las comunidades locales.

La f igura 3 muestra la panorámica 
compleja del uso de prácticas agríco-
las sostenibles en contextos de produc-
ción local, en la que se destaca cómo 
este fenómeno altera la percepción y el 

Figura 3. Árbol de palabras y frases de las palabras clave ‘derecho a la alimentación’

Fuente: elaboración de los autores.
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comportamiento humano en el marco 
alimentario tradicional. Los temas que 
emergen, como la biodiversidad agríco-
la, la dependencia de monocultivos y la 
privatización de semillas, reflejan eventos 
agrícolas y vivencias, percepciones perso-
nales que modelan la realidad social de 
las familias campesinas, y la confianza en 
los sistemas alimentarios que promueven.

Se observa cómo las descripciones 
(biodiversidad agrícola, acceso a alimen-
tos, conservación de semillas nativas) 
conducen a declaraciones sobre las ca-
pacidades de las prácticas agrícolas para 
proteger la alimentación local. Estas de-
claraciones se transforman en interpreta-
ciones que sostienen que estas prácticas 
pueden ser utilizadas para mejorar las 
condiciones de vida o asegurar el acceso 
a los alimentos. Por ejemplo, el uso de 
técnicas agroecológicas para mejorar la 
producción revela una capacidad para 
inf luir en la disponibilidad de productos 
alimenticios, sin el conocimiento de las 
comunidades afectadas.

En términos de variaciones del fenó-
meno, se observan grados de inf luencia 
de las prácticas agrícolas, desde la mejo-
ra de la producción local hasta la protec-
ción de la biodiversidad agrícola. Esto 
sugiere una gama de comportamientos 
en los sujetos implicados, desde aquellos 
beneficiados hasta otros que reconocen y 
apoyan tales prácticas. El fenómeno de la 
autosuficiencia alimentaria se manifiesta 
como una interacción entre tecnología 
agrícola y ecología humana, en la que la 

tecnología no es una herramienta, sino 
también un participante que remodela 
las estructuras de experiencia y acción. 
Esta interacción puede representarse en 
eventos como el incremento de resilien-
cia ambiental y activismo agroecológico, 
o en el aumento de prácticas y soberanía 
alimentaria, dependiendo de cómo los 
individuos y colectivos experimentan y 
responden a estas inf luencias ecológicas.

Discusión y conclusiones

Las comunidades campesinas en San-
tander enfrentan una constante presión 
debido a la falta de apoyo estatal, lo que 
compromete la sostenibilidad de la pro-
ducción agroecológica y la seguridad ali-
mentaria. Según el estudio, el 73,21 % 
de las menciones ref lejan la necesidad de 
respaldo institucional para fortalecer es-
tos sistemas productivos. A esto se suma 
la privatización de semillas, que limita la 
biodiversidad agrícola y restringe el acceso 
a variedades locales, afectando la autosu-
ficiencia de los productores.

Esta problemática no es exclusiva del 
ámbito rural, ya que investigaciones sobre 
agricultura urbana también han identifi-
cado la importancia de fortalecer modelos 
autónomos de producción que garanticen 
el acceso a alimentos saludables y acordes 
con su cultura (Diekmann et al., 2018). 
Sin embargo, el avance de modelos agrí-
colas dependientes de insumos externos 
ha desplazado progresivamente los co-
nocimientos tradicionales, reduciendo la 



Juan Diego Villamizar Escobar, Deisy Milena Sorzano-Rodríguez

territorios 
52-Especial

20

capacidad de los campesinos para gestio-
nar su producción de manera soberana y 
sostenible.

El apoyo institucional en la agricul-
tura no puede limitarse a declaraciones 
de sostenibilidad cuando las políticas gu-
bernamentales han priorizado la inserción 
del agro en mercados globales, en los 
que se debilita la autonomía campesina. 
Aunque se reconoce que dicho respaldo 
podría fortalecer la confianza en la pro-
ducción agroecológica, en la práctica, 
los programas estatales han promovido 
modelos productivos dependientes de in-
sumos externos y tecnologías controladas 
por grandes corporaciones, restringien-
do el acceso a semillas nativas y recursos 
esenciales para la economía comunitaria 
(Conpes 113/2008).

Esta tensión revela la contradicción 
entre el discurso oficial que promueve 
la seguridad alimentaria y la implemen-
tación de políticas que, en la práctica, 
continúan subordinando la producción 
campesina a dinámicas de mercado que 
priorizan intereses externos sobre necesi-
dades comunitarias. En este contexto, las 
prácticas agroecológicas se han converti-
do en una estrategia de resistencia frente 
a un sistema que fomenta la dependen-
cia de insumos controlados por grandes 
corporaciones y desincentiva modelos de 
producción autónomos y sostenibles (Ra-
haman et al., 2020). Para que el respaldo 
estatal sea efectivo, no basta con la pro-
moción de prácticas aisladas, es necesario 
un modelo de gobernanza que garantice 

acceso equitativo a recursos, fortalezca 
la soberanía alimentaria campesina y re-
conozca las federaciones agroecológicas 
como actores clave en la construcción 
de sistemas alimentarios sostenibles y 
resilientes.

La producción agroecológica campesi-
na supeditada al respaldo estatal restringe 
su autonomía y refuerza la dependencia. 
La figura 1 reveló que las menciones so-
bre la falta de inversión estatal duplicaron 
aquellas relacionadas con la participación 
ciudadana, lo que refleja una dinámica en 
la que el acceso a recursos sigue estando 
condicionado por decisiones guberna-
mentales. Aunque el Plan Departamental 
de Seguridad Alimentaria y Nutricio-
nal de Santander (2022) plantea fortalecer 
el abastecimiento local, la brecha entre la 
formulación de políticas y su impacto real 
en la autonomía productiva sigue siendo 
evidente.

Si bien el respaldo institucional puede 
ser utilizado para crear prácticas agríco-
las sostenibles, la ausencia de estrategias 
que reduzcan la subordinación campesina 
impide consolidar un modelo de produc-
ción independiente. Esto concuerda con 
estudios que evidencian cómo, pese a la 
implementación de espacios productivos 
comunitarios, las estructuras de poder 
que regulan el acceso a recursos no se 
ven alteradas.

En el caso del análisis de la figura 2, se 
muestra que las preocupaciones ambienta-
les superan la atención a la asistencia téc-
nica, lo que sugiere que la sostenibilidad 
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es vista como un aspecto prioritario frente 
a la capacitación productiva. No obstan-
te, la tabla 2 ref leja que la inf luencia de 
actores externos en la economía campe-
sina triplica la presencia de menciones a 
mecanismos de comercialización justa, 
lo que evidencia que el mercado sigue 
favoreciendo a sectores dominantes en de-
trimento de los productores locales. Esta 
realidad refuerza la idea de que, aunque la 
economía comunitaria campesina es pro-
movida como una alternativa sostenible, 
su consolidación depende de la transfor-
mación de los sistemas de distribución 
para fortalecer la soberanía alimentaria y 
disminuir la intermediación que perpetúa 
la dependencia.

Además, la privatización de semillas y 
la intermediación en la cadena alimentaria 
fomentan la dependencia de los monocul-
tivos y afectan la cohesión comunitaria. 
Esto sustituye las prácticas agrícolas di-
versificadas por modelos de producción 
que no respetan la biodiversidad, lo cual 
reconfigura el orden social y económico 
de las comunidades rurales, influyendo en 
las percepciones de los agricultores y al-
terando la orientación de sus actividades 
productivas.

Los resultados coinciden con las 
observaciones de Ferreira et al. (2022), 
quienes sostienen que la privatización de 
semillas y la intermediación en la cadena 
alimentaria comprometen la autosuf i-
ciencia agrícola y la sostenibilidad de las 
comunidades locales. Dichas prácticas 
limitan la conservación de semillas nativas 

y afectan el ejercicio de la soberanía ali-
mentaria por parte de los productores 
locales. Esta problemática se vincula con 
la necesidad de implementar programas 
de asistencia técnica que fortalezcan la 
conservación de ecosistemas y el fomen-
to de la integración de la producción 
campesina en redes de abastecimiento 
alimentario escolar.

Desde una perspectiva geopolítica, 
Merino (2020) plantea que “las políticas 
supranacionales en la región Andina han 
buscado armonizar los principios de se-
guridad y soberanía alimentarias, pero en 
la práctica refuerzan el modelo agrícola 
extractivista y la dependencia de la pro-
ducción industrial transnacional” (p. 12). 
En este sentido, se observa que, aunque 
ciertos marcos normativos (Ley 1152 de 
2007, Ley 1355 de 2009 y Ley 2046 
de 2020) reconocen la importancia de 
la producción campesina, las estrategias 
implementadas tienden a reproducir di-
námicas extractivistas que subordinan 
la producción local a las exigencias del 
mercado global.

La viabilidad de estrategias de auto-
suficiencia agrícola exige políticas que 
no solo mitiguen los efectos de la priva-
tización de semillas, sino que también 
establezcan mecanismos de apoyo para la 
producción agroecológica y la comercia-
lización en circuitos de proximidad. Sin 
embargo, Merino (2020) advierte que 
“el concepto de soberanía alimentaria ha 
sido cooptado por los Estados nacionales 
para legitimar el modelo extractivista, 
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políticas que fortalezcan la autonomía 
productiva y comercial de los actores ru-
rales.

Para competir con las dinámicas do-
minantes de producción y distribución, 
la economía alternativa debe consolidar-
se como un modelo viable. Las prácticas 
agroecológicas de las familias campesinas 
son clave para garantizar sistemas produc-
tivos sostenibles que enfrenten el hambre 
y mejoren la nutrición. Las estrategias 
agroecológicas requieren respaldo polí-
tico para contrarrestar las restricciones 
impuestas por la agroindustria y fortalecer 
su resiliencia.
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